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Magistrado 

 

 

Proceso:   EXPROPIACIÓN    

Demandante:  MUNICIPIO DE BELLO    

Demandado:   CORPORACIÓN INTERACTUAR  

Radicado:   05088310300120190026803 

Decisión:  Confirma y adiciona sentencia 

Sentencia Nro.  06 

 

TRIBUNAL  SUPERIOR 

SALA  TERCERA DE DECISIÓN CIVIL 

Medellín, treinta y uno de marzo de dos mil veintidós 

 

Se procede a decidir por la Sala Civil del Tribunal Superior de 

Medellín, el recurso de apelación interpuesto por ambas partes   

frente a la sentencia del 11 de agosto de 2021 proferida por el 

Juzgado Primero Civil del Circuito de Oralidad de Bello, dentro del 

proceso Verbal especial de EXPROPIACIÓN instaurado por el 

MUNICIPIO DE BELLO en contra de la CORPORACIÒN 

INTERACTUAR. 

 

I.    A N T E C E D E N T E S 

 

1. Pretende la parte demandante  que mediante sentencia: se 

decrete, por causa de utilidad pública e interés social, a favor del municipio de 

Bello, expropiación del predio  identificado con folio de matrícula inmobiliaria 

01N-5128692 y Número Predial Nacional 

050880100110700010006000000000, con un área requerida total para el 

proyecto de  2.797,47m2, con todas sus mejoras y anexidades, ubicado en el 

municipio de Bello, debidamente delimitado entre las abscisa inicial del km 

0+103,76 ID y abscisa final km 0+147,66 10, que se desprenderá del predio 

identificado con matrícula inmobiliaria 01N-5128692, de acuerdo a la ficha 

predial número N° ALSE -14-09. 2º.   Que la sentencia por medio de la cual se 
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 decrete la expropiación, ordene la cancelación de gravámenes, embargos o 

inscripciones, decretando el avalúo del bien expropiado y separadamente la 

indemnización a favor del interesado.  3º.  Se decrete la entrega anticipada del 

bien, una vez se consigne el valor del avalúo aportado. 4º.  Que se disponga la 

entrega del bien expropiado al MUNICIPIO con constancia de haberse consignado 

el monto de la indemnización. 5o. Se ordene el registro de la sentencia en el 

folio de matrícula inmobiliaria nro. 01N-5128692, junto con el acta de entrega 

para que sirva de título de dominio y 6º. Se disponga, una vez registrada la 

sentencia y el acta de entrega, el pago de la indemnización a la parte 

demandada.  

  

2. Como sustrato de sus pedimentos, adujeron los hechos que se 

compendian así: 

a)   El acuerdo metropolitano 03 de 2018 por el cual se declaran de utilidad 

pública e interés social los inmuebles necesarios para los proyectos de 

infraestructura vial previstos en el plan de desarrollo, plan de gestión 2016-2019, 

declaró de utilidad pública, entre otros de la VIA REGIONAL NORTE FASE II 

BELLO, INTERCAMBIO VIAL QUEBRADA LA SECA FASE III MUNICIPIO DE BELLO 

Y VIA REGIONAL NORTE FASE IV MUNICIPIO DE COPACABANA.  

b) Para la ejecución del proyecto vial CONSTRUCCIÓN VIA TRAVESÌA ORIENTAL 

FASE II, la Alcaldía de Bello y el área metropolitana, requieren la adquisición de 

una zona de terreno identificada con el folio de matrícula 01N-5128692 y ficha 

predial catastral 3200506, número predial nacional 

050880100110700010006000000000, con un área de 2.797,47 mt2 con mejoras 

y anexidades situado en Bello.   El predio cuenta con un área en mayor extensión 

de 36.439,55 mts2, delimitado entre las abscisas iniciales del km 0+103,76ID y 

abscisa final km 0+147,66 ID, del cual se requiere una franja de 2.797,47 mts2.  

c)  El departamento y el área metropolitana como concedentes ejecutan el 

proyecto desarrollo vial en doble calzada, a través del contrato de concesión  vial 

nro. 97.C0-20-1738 suscrito con HATOVIAL SAS, entidad que adelantó la gestión 

de identificación física y jurídica de avalúos y adquisición de los predios para la 

obra; dando alcance para el proyecto denominado FASE 2 construcción   de la 

conexión vial y ciclo peatonal entre el intercambio de Acevedo, su conexión con 

el intercambio la seca, hasta el sector de Machado por la margen derecha del rio 

Medellín  para el proyecto desarrollo vial del Aburrá norte. El inmueble según 

estudio de títulos se determina así: titular CORPORACIÓN INTERACTUAR, 100%, 

globo de terreno con dirección carrera 45 nro. 31-03 (según catastro) 

denominado LOTE 1 (según títulos), ubicado en la zona industrial 7 y 11 (según 
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 catastro) de Bello. Matrícula inmobiliaria nro. 01N-5128692.  La situación 

material del inmueble en cuanto a su área dista de la establecida en los títulos de 

propiedad en 3.735,73 mts2 como consecuencia del desconocimiento de 

existencia jurídica y fáctica del inmueble con folio de matrícula 01N-5128693 

perteneciente a los municipios asociados del valle de aburra.  

d) El Municipio de Bello y el Área metropolitana realizaron la oferta de compra y 

remitieron la respectiva notificación, que fue recibida por INTERACTUAR y en la 

cual se hacía una compensación, oferta que no se aceptó, por lo cual se inicia el 

proceso de expropiación, se expide acto administrative de resolución de 

expropiación también notificado, ante el cual se interpuso recurso de reposición, 

resuelto el 28 de mayo de 2019. 

e) Según el certificado de libertad del inmueble con folio 01N-5128692 tiene un 

avaluó catastral para el 2019 de $1.074.906.315. El área total es 36.439,55 

mts2.  El área requerida es 2.797,47 mts2.  El valor catastral es por valor de 

$1.074.906.315. El valor catastral del área requerida es de $82.520.721.19. 

 

3. TRÁMITE.  Inicialmente la demanda fue inadmitida y una vez 

subsanados los requisitos, se admite mediante auto del 3 de 

septiembre de 2019 y se ordenó la entrega anticipada del bien 

(franja requerida). Una vez notificada la CORPORACIÒN 

INTERACTUAR da respuesta a la demanda y se opone a las 

pretensiones, solicitando que el despacho se declare inhibido. 

  

II. LA SENTENCIA APELADA 

 

4. Mediante sentencia del 11 de agosto de 2021, el Juzgado 

Primero Civil del Circuito de Oralidad de Bello, indicó que están dados 

los presupuestos de validez, inexistencia de causas de nulidad, trámite adecuado, 

competencia y capacidad de las partes.   Que para la conformación de la relación 

jurídica es necesario que hayan los presupuestos procesales necesarios para que 

el juzgador pueda resolver y que son demanda en forma, que se define como el 

acto procesal escrito con el que se inicia el juicio civil y donde el juez debe 

establecer si el vínculo se ajusta o no a la ley,  competencia, capacidad de las 

partes y para obrar. Consideró que la expropiación no está prevista para facilitar 

el desconocimiento de garantía del derecho de propiedad privada y los demás 
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 adquiridos; por vía administrativa se ha establecido que, a través de la 

expropiación mediante un trámite jurídico, público y breve, previa indemnización, 

responda a los motivos de interés social y de utilidad pública. Y que la 

expropiación se tramite por la vía administrativa no significa una exclusión de 

control judicial o posterior por la actuación de las autoridades competentes, pues 

en ningún  momento se pretende omitir la indemnización  previa y por otra parte, 

las decisiones que se tomen por las autoridades gubernamentales son de control 

ante lo contencioso administrativo. En materia de expropiación administrativa no 

existe un estatuto que reglamente su procedimiento, se trata de 

reglamentaciones aisladas, por ejemplo, los contenidos en el Decreto 1185/94 en 

el que se estableció el procedimiento para adelantar las etapas de negociación 

directa, expedición del acto de expropiación y su forma de pago y el artículo 58 

CN debe determinar como elementos:  Que el sujeto expropiante sea un bien 

privado. Límites de la competencia. Sujetos pasivos que deben sufrir el 

desplazamiento de sus derechos.  La regulación del monto y la indemnización y el 

procedimiento judicial requerido para llevar a cabo la expropiación.   Según 

sentencias que citó como la T.370/94 Y C-127/98 la Corte Constitucional ha 

indicado que no cabe la suspensión del acto. La expropiación judicial obliga a 

hacer un control para mirar la demanda en forma y que debe cumplir lo 

dispuesto en los artículos 82, 83 y 399 CGP. 

   

Desde la demanda se advierte que el demandado está en desacuerdo con la 

oferta, advirtiendo que falta identidad de lo pretendido y además en ella no se 

advierte monto alguno de indemnización, sino de búsqueda de compensaciones 

frente a futuros proyectos. Revisado  el título por parte del juzgado, el lote de 

donde se habría de sacar el terreno requerido, se advierte que el lote se 

encuentra registrado en el folio de matrícula 01N-5128693 y no en el folio 

donde pretende la actora se registre el posible título, lo que genera un manto de 

duda sobre la  legalización por vía judicial de la expropiación;  lo cual llevó  al 

juzgado a decretar un dictamen de oficio para esclarecer la realidad material del 

asunto y lo atinente al título que ha de tenerse en cuenta para la legalización de 

la decisión, pues  como lo ha dicho la Corte de vieja data,  debe existir certeza.  

En este proceso no se admiten excepciones, pero también es cierto que el juez 

deberá pronunciarse sobre las causales de que trata el artículo 100 CGP 

numerales 1,2,4,5 y 6 y en caso de encontrar estructurada negará la 

expropiación, pero solo por requisitos de forma  y no en lo sustancial, porque 

como lo ha dicho la Doctrina con ello se pone fin al proceso  pues queda a salvo 

el derecho de la entidad demandante para promover nuevamente el proceso  ya 

que tal fallo viene a determinar una circunstancia puramente procedimental   y 

no de fondo, en razón a que el juez no tiene competencia  para manifestarse en 
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 ese tipo de proceso, respecto del fondo de la expropiación, porque al quedar en 

firme la etapa administrativa,  no le es posible entrar a pronunciarse sobre la 

legalidad o no de la decisión porque es competencia de lo contencioso 

administrativo. Entre los requisitos formales de la demanda se encuentra la 

necesidad de cumplir los artículos 83 y 84 CGP, se acompañe prueba 

documental, título del bien del cual se pretende la franja y lo referente a 

capacidad, legitimación y representación y el 399 exige entre otros, resolución 

vigente que decrete la expropiación con oferta y avalúo, certificado de matrícula 

y el título que los contiene. En este caso se allegó copia del convenio 

interadministrativo del área y el Municipio  de bello y para ese proyecto se expide 

resolución, donde se requiere dos lotes de interactuar, lote con matrícula 01N-

5128693 y no como erradamente se surtió en el trámite administrativo sobre el 

lote  37 con matrícula 01N-5128692, ordenándose la expropiación de  2797,47  

mts del lote 38 como quedó acreditado en la audiencia de contradicción de los 

dictámenes, uno  con la demanda, otro con la contestación y otro de oficio. 

Donde se advierte que el DR. JUAN DAVID BOTERO rinde la experticia con la 

documentación que el municipio de Bello le presentó, sin realizar inspección 

ocular, se limitó a lo del escritorio sin tener en cuenta la visita, por lo que a la 

experticia le falta claridad y precisión. La DRA. ROSA ELENA MURILLO informó 

que solo hizo el avalúo de los terrenos y para ello no requería estudio de títulos y 

advirtió que las matrículas estaban trocadas; es decir, que el lote norte donde se 

encuentra construido las instalaciones de la empresa demandada tiene un título 

diferente al que se dice en la demanda y que este se encuentra registrado en el 

folio 01N-5128692 y del cual no se requiere franja de terreno por parte del 

demandante. En tanto que el otro lote, del sur, tiene como título la escritura 504 

de 2009 donde se extraen los linderos que se enuncian en la demanda y 

registrado en el folio de matrícula 01N.5128693 y es sobre este otro lote 38 que 

la parte actora requiere el terreno para el desarrollo del terreno. La experticia del 

Dr. EDISON MENESES nombrado por el juzgado, indicó después de un 

exhaustivo estudio de títulos, con visita técnica, posibilidades matemáticas y con 

experiencia, que el lote de terreno objeto de expropiación tiene como matrícula 

01N-5128693 lote sur o lote 38 sin mejoras y según escritura 841 de 1996 lo 

ubica en esa matrícula y no en la 01N-5128692 lote norte, predios donde está 

situada la sede de la accionada y donde existen mejoras. Por tanto el número de 

matrícula del lote objeto de expropiación corresponde al 01N-5128693 con un 

título escriturario  512 de 2009 relacionada en la demanda,  porque conforme a 

la tradición estudiada,  según la escritura  841 de 30 de abril 1996 lleva a ubicar 

la afectación en la matrícula 93 y no en la que dice en la demanda. Los linderos 

de la demanda distan mucho de los señalados por el perito y contrario a lo que se 

dice en la demanda, lo pretendido por adquirir está en el lote sur y no en el 
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 norte.  En tanto que la experticia dada por CONINSA RAMON H, advierte sin 

mayores explicaciones que los folios de matrículas de los dos lotes de terreno 

propiedad de INTERACTUAR están trocados, deduciéndose de esta experticia que 

el lote que va a soportar la franja de terreno no es la de la matricula inmobiliaria 

01N-5128692 sino el lote que queda al sur con matrícula 01N-5128693.  Como 

consecuencia de lo anterior y de acuerdo con el artículo 100  #5 CGP se 

encuentra configurada la  ineptitud de la demanda  por falta de requisitos 

formales, falta de los hechos fundamento de la demanda de título real de dominio 

y que recoja los linderos  del lote del cual se requiere la franja,  a más de que el 

folio de matrícula inmobiliaria donde debe registrarse el título que otorgue la 

expropiación,   no es el que advierte en la demanda sino en otro distinto, con lo 

que la demanda no resulta ser idónea  para acceder a las pretensiones, no fueron  

debida y legalmente determinados los hechos como también  hay falta de 

claridad en los mismos, por lo que estas irregularidades en la demanda impiden  

que el fallador pueda acceder a un pronunciamiento de fondo. Por lo tanto, 

resuelve: 1º. Abstenerse de decretar la expropiación, por falta de requisitos de 

forma. 2. Sin costas. 3. En cuanto a la petición que hace la parte demandada con 

respecto a la restitución de la franja de terreno, ello no es procedente porque 

desde el punto de vista constitucional se advierte que, declarado de utilidad 

pública, el hecho como tal no puede suspenderse o atenerse a la realización de 

las obras como tal. Solo quedan los trámites legales administrativos y judiciales 

para concretar las indemnizaciones o las reparaciones que a ello haya lugar, 

como bien se dijo en la exposición de la decisión. No hay posibilidad de ordenar 

restitución porque declarado de utilidad pública, prima sobre lo privado y se 

realiza y no hay lugar a la suspensión, realización de la obra.  Por lo tanto, 

deniega la solicitud de restitución del inmueble de la franja de terreno, a más de 

que, física y materialmente ya está realizado esa obra, lo que hace más 

indispensable. Solo queda la viabilidad de las acciones judiciales y 

administrativas para concretar el pago de la posible indemnización y por parte de 

la demandante establecer cómo se va a realizar el título y el modo para dichos 

efectos.  

  

III. LA IMPUGNACIÓN 

 

5. Inconforme con la decisión la sentencia fue recurrida por ambas 

partes presentando los reparos oportunamente y la sustentación en 

esta instancia.   La parte demandante indicó en los reparos que 
aunque es cierto que en este tipo de procesos no es viable ninguna excepción “la 
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 parte demandada cuando contestó la demanda no manifestó ninguna 

discrepancia en cuanto a la identificación del inmueble objeto de la expropiación, 

más bien había planteado en esa contestación que el área era inclusive mayor a 

la que  había sido planteada por la entidad demandante,  se hablaba inclusive de 

un área que era casi el doble de lo  reclamado. La cuestión sobre esa 

identificación del bien, surgió   de las apreciaciones de los peritos, concretamente  

por  el nombrado oficiosamente por  el despacho que estaba llamado a dirimir el 

conflicto que existía en cuanto al monto indemnizable  y que surgió esta duda 

que  está condicionado a unos asuntos que son objeto de pronunciamiento de la 

oficina de registro  y que en nuestro sentir deben ser resueltos el sede 

administrativa  y no en esta sede judicial donde se busca simplemente la 

legalización de un trámite que ya culminó en la vía administrativa. En la 

sustentación indicó que la expropiación por vía judicial se presenta como 

consecuencia del fracaso de la etapa de negociación voluntaria, sea porque el 

propietario se niegue a negociar, porque guarde silencio o porque no cumple con 

el negocio, permitiendo entonces, que la Administración pueda demandar al 

propietario del inmueble ante la jurisdicción civil, para que en sentencia judicial, 

por medio del proceso especial de expropiación contenido en el artículo 399  CGP 

se lo entregue. 4. No obstante lo anterior, el propietario del inmueble sobre quien 

recae la medida puede demandar la resolución en acción de nulidad y de 

restablecimiento, ante los jueces administrativos, por lo que, como ocurre en el 

caso que nos ocupa, simultáneamente el asunto se conozca en la jurisdicción 

ordinaria y contencioso administrativa, siendo la primera competente para 

adelantar la expropiación propiamente dicha y la segunda, para verificar la 

legalidad del acto que ordena ponerla en marcha. 5. Efectivamente, el 

asunto está siendo objeto de una acción de nulidad y restablecimiento del 

derecho con el radicado número 05001333301620190037300 del Juzgado 

Dieciséis Administrativo Oral de Medellín donde el municipio de Bello y el Área 

Metropolitana del Valle de Aburrá están demandados por la Corporación 

Interactuar, quien pretende lo siguiente: Se declare la nulidad de la oferta de 

compra sobre el predio identificado…con matrícula inmobiliaria 01N5128692… • 

Se declare la nulidad de la Oferta de Compra sobre el predio identificado ….con 

matrícula inmobiliaria 01N-5128693... • Se declare la nulidad del artículo primero 

de la resolución de expropiación con radicado 201900001602 del tres (3) de abril 

de 2019…  • Se declare la nulidad del Artículo Primero de la Resolución de 

Expropiación…  • Se restablezca el derecho de la CORPORACIÓN INTERACTUAR 

ordenando a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín – Zona 

Norte la cancelación de las anotaciones 016 y 017 dentro del folio de matrícula 

inmobiliaria 01N-5128692…. • Se restablezca el derecho de la CORPORACIÓN 

INTERACTUAR ordenando a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 
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 Medellín – Zona Norte la cancelación de las anotaciones 022 y 023 dentro del 

folio de matrícula inmobiliaria 01N-5128693…. • Se restablezca el derecho de la 

CORPORACIÓN INTERACTUAR ordenando a los demandados la reforestación de 

los aproximadamente ochenta (80) árboles de la especie leucaena (Leucaena 

leucocephala) que se encontraban dentro de uno de los Inmuebles de propiedad 

de la CORPORACIÓN INTERACTUAR, y los cuales fueron talados el veinticuatro 

(24) de mayo del presente año sin autorización previa por parte de la 

CORPORACIÓN INTERACTUAR a los funcionarios del concesionario HATOVIAL. • 

Se restablezca el derecho al buen nombre de la CORPORACIÓN INTERACTUAR…” 

6. De acuerdo a lo anterior, está claro que es en el escenario de la jurisdicción 

contenciosa administrativa donde deben ser resueltas estas circunstancias. 

Además, la etapa administrativa de la expropiación tuvo que ser objeto de 

valoraciones técnicas que permitan establecer en cuáles inmuebles se requieren 

los predios para el proyecto vial. Por el contrario, en el presente caso, al juzgado 

le correspondía proceder de conformidad con lo que establece el artículo 399 del 

Código General del Proceso que establece las reglas del proceso declarativo 

especial de expropiación.   En ese orden de ideas, el A quo se apartó de este 

procedimiento y ha decidido, básicamente a partir de la opinión del perito 

designado oficiosamente por el despacho, que la expropiación no 

procedía, cuando las supuestas circunstancias que configurarían la presunta 

inepta demanda argüida en el fallo recurrido, no fueron objeto de reparo en la 

etapa administrativa de la expropiación ni en la demanda contencioso 

administrativa referida, ni fueron mencionadas por la entidad demandada en la 

respuesta de la demanda ni en los experticios rendidos por los otros dos peritos 

que intervinieron en el proceso y de haberse realmente presentado dichas 

circunstancias, deberían haberse superado mediante las herramientas jurídico 

procesales al servicio del operador judicial en desarrollo de lo impuesto como 

deber del juez por el numeral 5 del artículo 42 CGP y más aún en este tipo de 

procesos especiales de expropiación en los que está la interés general en juego. 

9. Así las cosas, el juez siempre debe evitar por todos los medios proferir fallos 

inhibitorios injustificados, pues estos vulneran el derecho de acceder a la 

Administración de justicia.  10. Tal apreciación es compartida por la Corte 

Constitucional, cuando señala que el derecho de acceso a la administración de 

justicia comporta un deber dirigido a los funcionarios judiciales, consistente en 

decidir de fondo cada uno de los asuntos que se someten a su estudio.  11.  

Solicita que el fallo recurrido sea revocado y en su lugar, se acojan las 

pretensiones de la demanda. La CORPORACIÓN INTERACTUAR en sus 

reparos indicó: El A quo actuó en contravía de los preceptos 

normativos del proceso de expropiación.   El Despacho adujo haber fundado 
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 su decisión en el hecho de que, en su criterio, en los términos del artículo 100 

numeral 5° CGP se encuentra configurada la ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales. El artículo 399 CGP, que regula lo atinente al proceso de 

expropiación, en su numeral 5° señala de manera expresa que “No podrá 

proponer excepciones de ninguna clase”. En este sentido, no resultaba 

procedente para el Despacho abordar ningún estudio respecto de la eventual 

configuración de excepciones previas, por no estar admitidas éstas en el proceso 

de expropiación. No puede perderse de vista que “Las normas procesales son de 

orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso 

podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o 

particulares, salvo autorización expresa de la ley”.   En consecuencia, incurrió en 

yerro el Despacho al proferir Sentencia declarando probada la excepción previa 

de inepta demanda, ya que esto configura una actuación contraria a las normas 

que regulan el proceso de expropiación, pues al no estar autorizada la 

formulación de ninguna clase de excepciones, no era procedente al Juzgador 

abstenerse de proferir decisión de fondo por encontrar probada una excepción 

previa, a todas luces improcedente. 2º. El a quo no aplicó las normas del 

proceso de expropiación.   Es claro el Juzgador en advertir que su decisión se 

fundamenta en la falta de requisitos formales de la demanda, circunstancia que 

en su criterio la torna inepta. Así, vale la pena reiterar lo previsto en el numeral 

5° del artículo 399   frente a los defectos formales de la demanda y 

precisamente, ante la imposibilidad de que sean formuladas, tramitadas y 

resueltas excepciones en el marco del proceso de expropiación y previendo la 

necesidad de que el Juzgador adopte una decisión de fondo en estos procesos 

que permita hacer efectivo el derecho sustancial, el legislador asignó al Juez el 

deber de adoptar los correctivos necesarios para subsanar los defectos formales 

de la demanda. Lo anterior, evidencia el yerro en que incurrió el Despacho al 

abstenerse de emitir una decisión de fondo aduciendo defectos formales de la 

demanda, pues es claro que era su deber superar, a través de las distintas 

herramientas legales con que cuenta, dichas falencias de naturaleza formal. 

Nótese incluso que, reconoce el Juzgador,  que en este caso contaba con los 

elementos suficientes para subsanar los mismos. En consecuencia, la providencia 

recurrida carece de acierto y legalidad, ya que se configura un error consistente 

en la no aplicación de las normas procesales, de orden público y de estricta 

observancia, que regulan el proceso de expropiación, disposiciones normativas 

que debieron ser observadas y aplicadas por estricto mandato  constitucional y 

que sin duda resultan operantes en el caso sub júdice, para garantizar el objeto 

de los procedimientos, que no es otro distinto al de la efectividad de los derechos 

reconocidos por la ley sustancial. 3. El A quo omitió la valoración y/o valoró 

indebidamente las pruebas que le permitían adoptar una decisión de 
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 fondo.  Contrario a la conclusión plasmada en la sentencia, resulta claro que el 

fallador omitió la valoración probatoria que le era exigible, pues de haber 

amparado su decisión en los medios de prueba legalmente decretados y 

practicados, hubiese podido verificar inequívocamente que contaba con los 

elementos necesarios para emitir una decisión de fondo en este asunto. En el 

curso del proceso se arrimaron diversos medios de prueba, que permitieron 

advertir las falencias formales de la demanda y a su vez, esclarecer los aspectos 

fundamentales del proceso. Es el caso de las experticias allegadas, entre ellas, el 

dictamen pericial decretado como prueba de oficio, el Juzgador reconoció las 

importantes conclusiones arribadas por el perito Edison Londoño en cuanto los 

puntos esenciales del proceso (inmueble sobre el que recae la expropiación, 

franja a expropiar, monto de la indemnización), y resaltó la labor desempeñada 

por éste en punto de la verificación en campo, estudio de títulos, etc. 

Adicionalmente, hizo mención el Juzgador a los importantes elementos aportados 

por los peritos Juan David Botero, Rosa Murillo y Edison Londoño en sus 

declaraciones, en relación con la determinación del inmueble sobre el que debe 

recaer la expropiación y sobre la valoración del monto de la indemnización. Así 

mismo, reconoció la importancia de las documentales arrimadas al proceso, entre 

ellas, los títulos, en la medida que brindaban elementos de juicio para advertir 

los defectos formales de la demanda y superar los mismos. No obstante lo 

anterior y luego de haber hecho mención detallada a los elementos probatorios y 

a los elementos de juicio que se desprendían de estos, el Juez se abstuvo de 

proferir una decisión de fondo, desechando sin justificación alguna el valor que 

debe asignarse a las pruebas en el marco de un proceso judicial. Teniendo en 

cuenta lo aquí expuesto, es notorio que se omitió la valoración de las pruebas 

legal y oportunamente decretadas y practicadas en el proceso, lo que sin duda 

configura un yerro en la decisión adoptada. 4. El a quo no resolvió conforme a 

las normas del proceso de expropiación. Finalmente, frente a la solicitud de 

complementación de la sentencia elevada por la parte demandada, en punto de 

que se profiriera resolución sobre la devolución de la franja expropiada, con la 

consecuente indemnización de perjuicios, el Despacho resolvió que ello no es 

procedente y resulta contrario y desconoce lo previsto en el numeral 13 del 

artículo 399 CGP, pues si bien dicha norma contempla expresamente los eventos 

de revocatoria de la sentencia de expropiación, el sentido de ésta es regular la 

situación material de los inmuebles en aquellos eventos en los cuales no se logra 

por vía judicial la expropiación.   Así, de dicha norma es posible inferir que en 

aquellos eventos en los cuales se efectuó la entrega anticipada del bien en el 

marco del proceso de expropiación fallido, resulta mandatorio para el Juzgador 

decretar la restitución del inmueble, con el consecuente reconocimiento de 

perjuicios. En consecuencia, incurrió en yerro el Despacho al denegar, sin 
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 fundamento y en contravía de lo previsto en el artículo 399  la petición de 

restitución del inmueble.   Solicita revocar la sentencia y en su lugar, efectuar las 

declaraciones y condenas que en derecho corresponda.  

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

6.  Al no advertirse ningún vicio que pueda invalidar lo actuado, se 

procede a verificar si están cabalmente satisfechos los presupuestos 

procesales para definir el mérito del asunto.  Conforme a la 

competencia restringida del superior en sede de apelación, prevista 

en el artículo 328 CGP, habida cuenta del carácter rogado del 

recurso de apelación, formulado por ambas partes,  puede la Sala 

resolver sin limitaciones con fundamento en los argumentos que se 

expusieron.  

 

7. PROBLEMA JURÌDICO.  Se centra en establecer si era viable al 

A quo pronunciarse sobre los presupuestos procesales de la acción 

previo a definir el asunto del proceso, confirmando así la decisión 

mediante la cual se abstuvo de decretar la expropiación por falta de 

requisitos de forma o si debió dar estricta aplicación a las 

directrices que regulan el trámite de los procesos de Expropiación 

contenidas en el artículo 399 CGP como lo pretenden los 

impugnantes, revocando la misma.  

 

8. La  H. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA1 ha indicado: “La relevancia 

singular de los presupuestos procesales se proyecta en la estructuración regular 

o normal del proceso, la relación jurídica derivada de éste y las condiciones 

necesarias del fallo de fondo. Trátase de elementos estructurales de la 

relación jurídica procesal, exigencias imperativas para su constitución válida o 

para proferir la providencia sobre el mérito del asunto, independientemente de su 

fundamento sustancial. No conciernen a la relación jurídica sustancial 

controvertida, causa petendi, petitum, ni a la legitimación en causa, aptitud o 

interés específico para deducir, controvertir o soportar la pretensión, cuestiones 

 
1 SENTENCIA SCC  SENTENCIA 15 DE JULIO DE 2009.  M.P WILLIAM NAMEN VARGAS. 
EXPEDIENTE 68001310300620020019601   
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 todas del derecho sustancial (CXXXVIII, 364/65), sino a “los requisitos 

indispensables para la integración y desarrollo válido del proceso 

(sentencia del 14 de agosto de 1995 exp. 4268), esto es, a la competencia del 

juez natural, la demanda en forma y la capacidad procesal para ser parte 

y comparecer a proceso, en tanto, el derecho de acción es una condición de la 

providencia favorable de la litis contestatio (LIX, 818; LXXV, 158 y XXVI, 93). 

 

De la misma manera, la ALTA CORPORACIÒN2 también se ha 

referido al tema indicando: “Primeramente se aborda el examen de lo 

concerniente a los presupuestos procesales, cuya verificación se debe 

asumir oficiosamente, por corresponder a las condiciones necesarias que 

habilitan proveer sobre el mérito del litigio, las cuales guardan relación con 

la competencia del juez, demanda en forma, capacidad para ser parte y 

capacidad procesal o para comparecer al proceso.  

 

Acerca del entendimiento de aquellos, poco después de la vigencia del código de 

Procedimiento civil de 1970, la Corte hizo algunas precisiones  y en tal sentido 

conceptuó que son “(…) los requisitos exigidos por la ley para la regular 

formación y el perfecto desarrollo del proceso, deben hallarse presentes 

para que  el juez pueda proferir sentencia de mérito…como estos 

requisitos implican supuestos previos a un fin pretendido, se impone al 

fallador, dado el carácter jurídico público de la relación procesal, el 

deber de declarar oficiosamente, antes de entrar a conocer y decidir 

sobre las pretensiones y excepciones aducidas por los litigantes si 

existen o no los presupuestos del proceso.”. 

 

El tema ha sido objeto de pronunciamiento en sede constitucional3 

donde se ha indicado:  “… la expropiación transcurre a través de dos vías. La 

primera, mediante un proceso de enajenación voluntaria y expropiación judicial, 

si la propuesta oficial de adquirir el bien fracasa, cuyo marco general está 

regulado en las Leyes 9ª de 1989 y 388 de 1997 y los artículos 451 a 459 del 

Código de Procedimiento Civil4. La segunda, administrativa, con el decreto de un 

acto expropiatorio, conforme a los términos previstos en el artículo 63 a 72 de la 

Ley 388 de 1997, sometido eventualmente a la jurisdicción de lo contencioso 
 

2 Sentencia SCC 6 de junio 2013.   M.P RUTH MARINA DIAZ RUEDA. EXPEDIENTE 
11001020300020080138100 
3 Sentencia C-669/15 
4 La Ley 1564 de 2012, “Por la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan 
otras disposiciones”,  cuya mayoría de normas empezaron a regir gradualmente a partir 
de enero 1° de 2014, contempla en el artículo 399 el proceso de expropiación. 
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 administrativo. Pese a sus diferencias, en ambos casos debe garantizarse la 

indemnización.5. En este sentido, es claro para la Corte que la configuración de la 

expropiación, según el precepto 58 constitucional, debe ser en todo caso 

garantista y respetar el debido proceso, de manera que requiere la participación 

de las tres ramas del poder público, del legislador que fija los motivos de utilidad 

o interés común, de la administración que efectúa la declaratoria de 

expropiación, y del juez que adelante el proceso de expropiación judicial.6   

 

La garantía del debido proceso implica por tanto, que en la expropiación judicial 

como en la administrativa deben garantizarse el cumplimiento de una serie de 

etapas previas de negociación o enajenación voluntaria, mediante la cual la 

entidad administrativa intente adquirir el predio, de manera que se haga 

innecesaria la iniciación del proceso expropiatorio propiamente dicho. Esta etapa 

comienza con una oferta de la administración al particular con el fin de adquirir el 

bien por el precio base fijado por la entidad. Luego se continúa con la etapa de 

negociación directa con el particular. En caso de que el proceso de negociación 

directa prospere, se pasa a la etapa de transferencia del bien y al pago del precio 

acordado. En caso contrario, esto es, si el proceso de negociación fracasa, 

empieza la etapa expropiatoria propiamente dicha, la cual debe culminar con el 

traspaso del título traslaticio de dominio al Estado y el pago de la indemnización 

al particular expropiado.7  

Así las cosas, este Tribunal ha establecido ciertas reglas que constituyen la 

garantía del debido proceso para la expropiación tanto judicial como 

administrativa, el cual, como se mencionó  está determinado por una serie de 

etapas:8 (i) la oferta de compra, (ii)  la negociación directa y  (iii)  el proceso 

expropiatorio propiamente dicho.  

 

(i) La etapa de oferta9 inicia el trámite expropiatorio, tanto en el proceso por vía 

judicial como en el proceso por vía administrativa. Esta fase prevé la expedición 

de un acto administrativo que contenga la oferta de compra que se hace al 

propietario del bien que se va a expropiar. … (ii) La etapa de negociación 

directa o de “enajenación voluntaria” 10, se debe desarrollar igualmente 

tanto en el proceso de expropiación judicial como en la expropiación por 

 
5 Ver Sentencias C-1074 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; y C-306 de 2013, 
M.P. Nilson Pinilla Pinilla. 
6 Consultar la Sentencia C-306 de 2013, M.P. Nilson Pinilla Pinilla. 
7 Sobre estos temas se refiere la Sentencia C-1074 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa. 
8 Consultar al respecto las Sentencias C-1074 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa, y C-476 de 2007, M.P. Alvaro Tafur Galvis.  
9 Ibidem. 
10 Consultar al respecto las Sentencias C-1074 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa, y C-476 de 2007, M.P. Alvaro Tafur Galvis. 
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 vía administrativa11. Si durante el proceso de negociación se logra un acuerdo 

entre el particular y la entidad administrativa, la enajenación del bien se lleva a 

cabo a través de la celebración de un contrato, que puede ser de compraventa o 

de promesa de compraventa.12 En caso contrario se da paso al proceso 

expropiatorio propiamente dicho….(iii) En la etapa de expropiación propiamente 

dicha,13 la expropiación por vía administrativa prevé un procedimiento más 

expedito. Así, vencido el plazo para la negociación directa sin que haya 

prosperado, la entidad expropiante expedirá un segundo acto administrativo 

mediante el cual “decide” la expropiación14 y queda obligada a utilizar el bien 

expropiado por esta vía “para los fines de utilidad pública o interés social que 

hayan sido invocados”.15  

 
11 En la expropiación por vía judicial, la etapa de “enajenación voluntaria” está regulada 
por los artículos 13 a 17 de la Ley 9 de 1989 y 61 de la Ley 388 de 1997. En la 
expropiación por vía administrativa, la etapa de “negociación directa” se encuentra 
regulada en los artículos 66 y 67 de la Ley 388 de 1997. 
12 Ley 9 de 1989, Artículo 14. “Si hubiere acuerdo respecto del precio y de las demás 
condiciones de la oferta con el propietario, se celebrará un contrato de promesa de 
compraventa, o de compraventa, según el caso. A la promesa de compraventa y a la 
escritura de compraventa se acompañarán un folio de matrícula inmobiliaria actualizado. 
“Otorgada la escritura pública de compraventa, ésta se inscribirá en la Oficina de Registro 
de Instrumentos Públicos, previa cancelación de la inscripción a la cual se refiere el 
artículo 13, de la presente ley. 
“Realizada la entrega real y material del inmueble a la entidad adquirente, el pago del 
precio se efectuará en los términos previstos en el contrato. El cumplimiento de la 
obligación de transferir el dominio se acreditará mediante copia de la escritura pública de 
compraventa debidamente inscrita en el folio de matrícula inmobiliaria en el cual conste 
que se ha perfeccionado la enajenación del inmueble, libre de todo gravamen o condición.” 
13 Consultar al respecto las Sentencias C-1074 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa, y C-476 de 2007, Alvaro Tafur Galvis. 
14 Artículo 68 de la Ley 388 de 1997: “Decisión de la expropiación. Cuando habiéndose 
determinado que el procedimiento tiene el carácter de expropiación por vía administrativa, 
y transcurran treinta (30) días hábiles contados a partir de la ejecutoria del acto 
administrativo de que trata el artículo 66 de la presente ley, sin que se haya llegado a un 
acuerdo formal para la enajenación voluntaria contenido en un contrato de promesa de 
compraventa, la autoridad competente dispondrá mediante acto motivado la expropiación 
administrativa del bien inmueble correspondiente, el cual contendrá lo siguiente: 
“1. La identificación precisa del bien inmueble objeto de expropiación. 
“2. El valor del precio indemnizatorio y la forma de pago. 
“3. La destinación que se dará al inmueble expropiado, de acuerdo con los motivos de 
utilidad pública o de interés social que se hayan invocado y las condiciones de urgencia 
que se hayan declarado. 
“4. La orden de inscripción del acto administrativo, una vez ejecutoriado, en la 
correspondiente Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, para los efectos de que se 
inscriba la transferencia del derecho de dominio de su titular a la entidad que haya 
dispuesto la expropiación. 
“5. La orden de notificación a los titulares de derecho del dominio u otros derechos reales 
sobre el bien expropiado, con indicación de los recursos que legalmente procedan en vía 
gubernativa.” 
15 Ley 388 de 1997, Artículo 70, numeral 5. “La entidad que haya adquirido el bien en 
virtud de la expropiación por vía administrativa, adquiere la obligación de utilizarlo para 
los fines de utilidad pública o interés social que hayan sido invocados, en un término 
máximo de tres (3) años contados a partir de la fecha de inscripción de la decisión 
correspondiente en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.    Para este efecto, la 
persona que tenía la calidad de propietario del bien expropiado podrá solicitar al Tribunal 
Administrativo en cuya jurisdicción se encuentre ubicado el inmueble, la verificación del 
cumplimiento de dicha obligación, mediante proceso abreviado que se limitará 
exclusivamente a la práctica de las pruebas que deberán solicitarse exclusivamente en la 
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 El acto que decide la expropiación contendrá, entre otras elementos, la 

identificación del bien inmueble objeto de expropiación; el valor del precio 

indemnizatorio y la forma de pago; la destinación que se dará al inmueble 

expropiado; y la orden de notificación a los titulares de derecho del dominio u 

otros derechos reales sobre el bien expropiado, así como la indicación de los 

recursos que legalmente procedan en vía gubernativa.16  Una vez se encuentre 

ejecutoriado este acto administrativo de expropiación, se debe proceder a la 

entrega material del bien inmueble y a pagar el precio de la indemnización al 

afectado.17 El principal efecto de este acto administrativo consiste en que 

el derecho de propiedad u otros derechos reales se trasladarán de las 

personas titulares de ellos a la entidad que ha dispuesto la expropiación, 

para lo cual basta el registro de la decisión en la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos. La entidad expropiante pondrá a disposición 

inmediata del afectado el valor correspondiente del precio 

indemnizatorio.18 .Efectuado el registro de la decisión, la entidad administrativa 

podrá exigir la entrega material del bien, según lo establece el numeral 3 del 

artículo 70 de la Ley 388 de 1997, sin necesidad de intervención judicial, para lo 

cual podrá acudir al auxilio de las autoridades de policía si es necesario.19   

 
demanda, durante un término no superior a un mes, transcurrido el cual se pronunciará 
sentencia inapelable.   En caso de que se compruebe el incumplimiento de la obligación 
por parte de la entidad, la sentencia así lo declarará y ordenará su inscripción en la 
respectiva Oficina de Registro, a fin de que el demandante recupere la titularidad del bien 
expropiado. En la misma sentencia se determinará el valor y los documentos de deber que 
la persona cuyo bien fue expropiado deberá reintegrar a la entidad pública respectiva, 
siendo necesario para los efectos del registro de la sentencia que se acredite mediante 
certificación auténtica que se ha efectuado el reintegro ordenado.” Al respecto ver la 
Sentencia C-1074 de 2002. 
16 Artículo 68, Ley 388 de 1997 
17 Ley 388 de 1997, Artículo 70. Efectos de la decisión de expropiación por vía 
administrativa. “Una vez ejecutoriada la decisión por vía administrativa, por no haberse 
formulado el recurso de reposición dentro del término legal o por haber sido decidido el 
recurso interpuesto en forma negativa, la decisión producirá los siguientes efectos:  1. El 
derecho de propiedad u otros derechos reales se trasladarán de las personas titulares de 
ellos a la entidad que ha dispuesto la expropiación, para lo cual bastará con el registro de 
la decisión en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos. El registrador exigirá que la 
entidad acredite que el propietario o los titulares de otros derechos reales sobre el 
inmueble, han retirado el valor de la indemnización y los documentos de deber 
correspondientes, o que se ha efectuado la consignación correspondiente conforme a lo 
previsto en el numeral 2 de este artículo. (...)” 
18 Ley 388 de 1997, Artículo 70, numeral 2. “La entidad que ha dispuesto la expropiación 
pondrá a disposición inmediata del particular expropiado, según sea el caso, el valor total 
correspondiente o el porcentaje del precio indemnizatorio que se paga de contado y los 
documentos de deber correspondientes a los cinco contados sucesivos anuales del saldo. 
Si el particular no retira dichos valores y los documentos de deber dentro de los diez días 
siguientes a la ejecutoria, la entidad deberá consignarlos en la entidad financiera 
autorizada para el efecto a disposición del particular, y entregar copia de la consignación 
al Tribunal Administrativo en cuya área de jurisdicción se encuentre ubicado el inmueble 
dentro de los diez (10) días siguientes, considerándose que ha quedado formalmente 
hecho el pago.” 
19 Ley 388 de 1997, Artículo 70, numeral 3. “Efectuado el registro de la decisión, la 
entidad pública podrá exigir la entrega material del bien inmueble expropiado, sin 
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 9. Concretamente, el trámite de la expropiación lo regula el artículo 

399 CGP estableciendo contra quién debe dirigirse, los anexos que 

deben presentase: copia de la resolución vigente que decreta la 

expropiación, un avalúo de los bienes objeto de ella y si se trata de 

bienes sujetos a registro, un certificado acerca de la propiedad y los 

derechos reales constituidos sobre ellos, por un periodo de diez 

años si fuere posible. Se establece, además, que no podrán 

proponerse excepciones de ninguna clase, “En todo caso el juez adoptará 

los correctivos necesarios para subsanar los defectos formales de la demanda”. 

 

Por ello, confrontando los presupuestos procesales de validez del 

proceso, se considera que no existe ninguna duda respecto a la 

competencia del juzgado para conocer del proceso; hay capacidad 

en las partes que están conformadas por un ente jurídico que lo es 

el Municipio de  Bello y de otra parte por un particular que es 

INTERACTUAR,   todos debidamente representados por apoderado.   

 

Para lo que toca con la demanda, debe tenerse en cuenta que como 

se trata de bienes inmuebles, los artículos 82 y 83 del CGP 

establecen en su orden, los requisitos que debe contener y en el 

segundo se indica: “Las demandas que versen sobre bienes inmuebles los 

especificarán por su ubicación, linderos actuales, nomenclaturas y demás 

circunstancias que los identifiquen…”. Igualmente, el numeral 3 del 

artículo 399 CGP establece que a la demanda se deberá acompañar 

copia de la resolución vigente que decreta la expropiación.  

 

10. Según las pretensiones de la demanda,  se solicita a favor del 

Municipio de Bello, la expropiación del predio identificado con el folio 

de matrícula inmobiliaria 01N-5128692, en un área de 2.797,47 mts2, 

con todas sus mejoras y anexidades,  delimitado entre las abscisas inicial 

del km 0+103,76 ID y abscisa final km0+147,66ID, de acuerdo a la ficha 

predial nro. ALSE-14-09 y es el mismo predio que se relaciona en la 

 
necesidad de intervención judicial, para lo cual podrá acudir al auxilio de las autoridades 
de policía si es necesario.” 
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 oferta de compra, que al no haber sido aceptada se expidió el acto 

administrativo de resolución de expropiación nro. 201900001602 de 

3 de abril de 2019, confirmada mediante acto administrativo 

201900002340 el 23 de mayo del  mismo año.  

 

11. Según se lee en el folio de matrícula inmobiliaria 01N-5128692, 

su descripción, cabida y linderos constan en la escritura 841 de 30 

de abril de 1996 de la notaría 10 de Medellín (y es abierta con base 

en el folio 01N-5072476). Como el objeto de la pretensión lo 

constituye la franja indicada en 2.797,47 mts2 sobre el cual se pide 

la declaración de expropiación, desprendida del folio 01N-5128692,   

su identificación resulta crucial y no debe dar lugar o margen de 

dudas. 

 

12. Con la demanda, fue presentado un avalúo realizado por la 

LONJA donde según se advierte, tenía como propósito “determinar el 

valor comercial del lote” y fue realizado por el DR. JUAN DAVID 

BOTERO AGUDELO, relacionando como documento, entre otros, la 

ficha predial ALSE 14-09 y el certificado de libertad y tradición del 

inmueble identificado como 01N-5128692 y la escritura 841/95.    

Y conceptúa que el valor del bien es la suma de $1.458.131.000.  

En la diligencia donde fue citado para la sustentación, fue 

preguntado: “En la visita estableció que INTERACTUAR era propietaria de dos 

lotes de terreno, uno al norte y otro al sur. ¿Sobre cuál lote de terreno se 

hace la fijación de la franja que requiere el Municipio?   R/.  

Efectivamente interactuar tiene dos lotes en el municipio de bello, el lote 

objeto del avalúo es el que se encuentra en la zona norte.  P./ porqué dice 

que es el de la zona norte, si el lote de la zona norte no tiene linde con el rio 

Medellín, que es el terreno por donde están las servidumbres y es el lote que 

según cuentas, Bello dice sobre ese lote no existe ninguna construcción ninguna 

mejora. R./en el lote existen unas construcciones transitorias como unos 

cerramientos, no hay construcciones mayores, el lote por el costado occidental sí 

tiene un lindero con el rio Medellín… P/. Cuál es la razón para que usted diga que 

lo que el Municipio requiere es una franja del lote norte que tiene por escritura 

841 y no del lote sur  que tiene por escritura la 504. R/.  a nosotros nos 
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 encomendaron, incluso hicimos los dos avalúos, el lote norte y el lote sur, las 

áreas requeridas para el proyecto básicamente son suministradas por…. el área 

metropolitana y ellos bajo una ficha predial… nos citan las áreas requeridas… de 

esta forma, liquidamos el avalúo. El lote norte, según ficha que reposa en el 

dictamen requieren un área de 2.797 mts2 y el lote sur, el área requerida 

es de 8.000 mts2… esas áreas las tomamos del trazado que nos suministra el 

contratante. P/. No puedo entender por qué dice que la franja de terreno que 

requiere el municipio hace parte del lote norte donde están las instalaciones de 

interactuar y no del lote sur donde no hay explotación alguna.  R/. nosotros 

hicimos los dos avalúos y estas áreas las tomamos de la información del 

área donde nos dice para el lote norte que es el de la escritura 841 el 

área requerida es 2700 mts, efectivamente aquí verifiqué y ofrezco 

disculpas, el lote norte es donde se encuentran las instalaciones de 

INTERACTUAR, el lote sur, actualmente no tiene ninguna construcción… 

P/ Usted admite que no tuvo la escritura 841 que me ha mencionado ni el 

certificado de libertad?  r/. Si los tuve en cuenta, y con el certificado de 

libertad pudimos valorar que había algunas inconsistencias. P/. de 

acuerdo con ese estudio, esa escritura 841 corresponde es a la del lote norte o 

corresponde al lote sur.  R/. de acuerdo, en el avalúo verificamos y constatamos 

los títulos, en este caso se constató con el certificado de libertad, pero el avalúo 

no hace un estudio de títulos a profundidad. Nosotros no hacemos estudio 

de títulos para verificar estas inconsistencias. P/. O sea que INTERACTUAR 

adquiere los dos lotes mediante escritura 841 y esa 841 hace relación a la 

matrícula 001-5072477, o sea contiene los dos lotes el lote 37 y el lote 38?. R/ Si 

señor juez.  P/. ¿El lote 37 es el que está al norte y el lote 38 esta al sur? R/. Si…   

P/. ¿El lote al norte 37 tiene matrícula la 8692 y el lote 38 tiene la 8693? R/. Si 

señor juez.   P/. ¿Entre los lotes 37 y 38 hay un terreno que es de MASA? R/. SI 

señor. P/.  ¿Que separa el lote 37 y el lote 38, lote 37 al norte y lote 38 al sur? 

R/. Si. Señor juez. P/.  ¿MASA va a hacer uso de ese lote, de parte de ese 

terreno para el proyecto vial y para ello tiene que requerir una franja de terreno 

del lote 38 que es el de la matrícula 8693? R/. si señor así es.  P/.  Yo le bajo la 

escritura al municipio sobre la franja de terreno del lote 38, ¿luego esa franja la 

tengo que registrar en el folio de matrícula 8693? ¿Es así o lo tengo que registrar 

en el 82? R/. En el 8693. Eso es loque estoy buscando, dónde voy a registrar 

eso.  Si señor juez, es así”. p/. hizo el avalúo de la franja de terreno en relación 

con el lote norte y de la franja de terreno en relación con el lote sur 

independientes.  R/. se hicieron dos avalúos, uno para la franja lote norte  

donde el área requerida son 2700 mts y un informe independiente para el 

lote sur donde el área requerida son 8400 mts y su análisis fue independiente 

para cada lote”.   
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 13. Por parte de la sociedad  demandada  INTERACTUAR se allegó 

un avalúo suscrito por la DRA. ROSA HELENA MURILLO 

ZULUAGA como directora de avalúos de CONINSA RAMON H. 

donde se especifica que el “presente informe se refiere al  avalúo comercial 

de los lotes descritos, dirección del inmueble carrera 45 nro. 26-175 y 31-03 

zona industrial nro. 7, lotes de terreno y donde se indica: “los inmuebles motivo 

de valoración corresponden a dos (2) lotes independientes física y jurídicamente 

identificados así: lote sur -sin construir- matrícula nro. 01N-5128692 

(según certificado).  Lote urbanizado lote norte. -matrícula 01N-5128693 

(según certificado).  NOTA.  Los certificados de libertad están trocados; es 

decir, la alinderación del lote sur corresponde al del lote norte y 

viceversa; por lo tanto, están incorrectos, en este avalúo se trabajará como 

aparece en los documentos se haría el cambio en el momento en que 

jurídicamente se corrija”.  Conceptuó el valor total en $47.476.828.767. 

En la diligencia donde fue citada a la sustentación fue preguntada: 
¿Por qué advierte que los folios están trocados?  R-/. Porque al leer los 

certificados de libertad en los linderos, se da cuenta uno  que no 

corresponden a la descripción que dice norte y sur .P/- en la escritura 841 

por medio de la cual interactuar  adquiere los lotes, se desprenden de una 

matrícula 001-5072477, por esa matrìcula es de los dos lotes de terreno el 37 y 

38, en esa 841 se describen por lotes sus linderos.  ¿En el lote norte usted pudo 

establecer a qué matrícula correspondía?  R/. Del lote norte es 5128692 y del 

lote sur 5128693. P/.  ¿Estudió las escrituras de esos lotes de terreno?  R/-

Nosotros leemos la escritura, pero no hacemos estudios de títulos. P/. ¿Constató 

en qué parte de terreno se va a realizar la obra que se pretende?  R/-. Según los 

planos que me entregaron, se advierten las vías que van a ser utilizadas.  P/ las 

vías que van a ser utilizadas van a están sobre el lote sur o  lote norte 

del proyecto.  r/. Creo que es sobre los dos lotes doctor”.    

 

14. Y por parte del juzgado, en forma oficiosa se designó un perito 

para evaluar la franja de expropiación, el DR. EDISON LONDOÑO 

MENESES y en la ubicación, caracterización y singularización del 

bien indicó:  “se trata de una porción de terreno de matrícula nro. 01N-

5128693 sin construcción, disgregado del lote de mayor extensión de 

matrícula 001-5072477 según escritura 841 del 30 de abril de 1996…. Está 

ubicado en e l municipio de bello, comuna 11 Zamora, barrio belvedere, predio 

00038… como ya se indicó corresponde a la matrícula 01N-5128693….ubicado 
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 en el costado sur de las instalaciones administrativas de la corporación 

interactuar famiempresas”.  Identifica los linderos y coloca una 
“observación pericial:  Los linderos así descritos restan al predio el lote N° 00004 

en “litigio”, entre los demandantes y “masa” (municipios asociados del valle de 

aburra) y, otra parte, que es constitutiva del lote a expropiar, pero que 

inexplicablemente no fue tenida en cuenta en la ficha de Hato Vial precitada; 

razón por lo cual el área a considerar en mi trabajo evacuatorio se 

refiere a lo demandado por Hato Vial, en la ficha 14-09 reitero o sea 

2.797 M2 y en la matrícula 01N -5128693 o sus derivaciones, nunca en la 

01N-5128692, dejo constancia de ello, pues es equivoca. • LINDEROS 

SEGÚN LA DEMANDA DEL LOTE EN ESTUDIO: Según como se citan en la 

demanda; los linderos de la escritura pública 504 del 10 de febrero de 2009 de la 

Notaria Segunda del Circuito Notarial de Medellín. “Por el sur, partiendo de la 

esquina donde se une la carretera que conduce a Copacabana con la quebrada 

Teodoro Hertz, siguiendo el cauce natural eje de la misma, colindancia con el 

Instituto Teodoro Hertz hasta la entrada de la quebrada al rio Medellín Por el 

Occidente, partiendo de la unión de la quebrada con el rio Medellín, dirección 

norte aguas abajo margen derecha con el rio Medellín, con el lote sur del I.C.A, 

dado en PERMUTA POR ACTUAR FAMIEMPRESA a favor del I.C.A Por el norte, 

partiendo del rio Medellín, en línea recta dirección oriente, con propiedad del lote 

sur del I.C.A, hasta encontrar la carretera que de Medellín conduce a Copacabana 

Por el Oriente, partiendo del punto anterior, bordeando la margen derecha de la 

vía en dirección a Medellín hasta encontrar el punto de partida”. Observación 

pericial: No son linderos, son colindancias que determinan un cuerpo 

cierto; que no son pertinentes para este tipo de procesos por no ofrecer 

certeza en la identificación física del bien”.  En la diligencia de 

sustentación que hizo al dictamen, es preguntado sobre el 

fundamento de las conclusiones y manifestó: “El 37 en su parte norte 

que es de masa está limitando con el lote que se le cedió a la estación madera. 

Los lotes no son colindantes porque tienen de por medio la franja cedida a la 

estación madera.  De la estación madera hacia el norte está el predio de 

matrícula 92 de INTERACTUAR y del lote 37 al sur, está la matrícula 693 que 

es la matrícula donde se está fijando la expropiación…. P/. usted manifiesta 

que son dos predios norte y sur, es correcto?  R/. la matrícula 692  que es 

donde se demandó  los  2.797 metros no es la matrícula que sufre la 

afectación, la que sufre la afectación es la 693 y son dos predios 

completamente distintos  separados por los predios a la estación 

madera”. 
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 15. Las anteriores discrepancias llevaron al A quo a realizar un 

careo entre los tres avaluadores, de donde puede resaltarse que la 

designada por RAMON H. según indicó la misma, solo hizo un 

avalúo comercial y encontró que los predios estaban trocados.  Y al 

ser cuestionados por el juez: “¿De acuerdo con eso, el lote del norte 

no es el que resulta afectado con la expropiación? Según el DR. EDISON 

(designado por el juzgado) dijo: “no resulta afectado, los 2.797 metros están en 

el lote sur en la matrícula 93. Yo hice el recorrido con el topógrafo de 

INTERACTUAR. Según el DR. JUAN DAVID BOTERO (designado por el 

municipio). “Yo no hice levantamientos y trabajé con fichas entregadas por 

Hatovial. En el folio 692 que me entregaron reposa que es el lote norte”.   P/. 

¿El predio que debe soportar la expropiación es el sur? Es cierto.? R/. 

Para Edison Londoño “el lote que soporta la expropiación es el predio 

38 de matrícula 5128693 por 2797 mts2”. Para David Botero: “teniendo 

como base lo que expone Edison resulta razonable; sin embargo, cuando 

reviso el folio resulta ser el norte, por la confusión de títulos que hay.   

Independiente del trámite que se  hizo lo  afectado realmente es el sur.   

Para la DRA. ROSA  MURILLO (designada por INTERACTUAR). 
“Según el plano es el lote sur”.        
 

Teniendo entonces como referente las pretensiones de la demanda, 

se afirma que la franja que se requiere expropiar en 2.797,47 mts2 

por parte del Municipio de Bello, hace parte del inmueble 

identificado con matrícula inmobiliaria 01N-5128692, pero que 

finalmente en asocio de los tres avaluadores referenciados,  

designados por el Municipio, por Interactuar y oficiosamente por el 

A quo,  llegaron a la conclusión que la sociedad demandada es 

propietaria de dos lotes de terrenos, el 37 y el 38, que no son 

colindantes.  El lote norte corresponde a la matrícula 01N-5128692 

y el lote sur corresponde a la matrícula 01N-5128693; que la citada 

franja,  la que sufre la afectación, no se encuentra en la parte norte 

sino en la parte sur y su matrícula es 01N-5128693 y fueron 

coincidentes en advertir la confusión que hay en la identificación de 

los folios de matrículas citadas.  
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16. Es pertinente entonces resaltar que esa falencia en la 

individualización en debida forma de la franja pretendida,  no solo 

conlleva el riesgo de que la sentencia acoja la declaración de 

expropiación sobre un lote  diferente al pretendido por el 

demandante; sino, además, el desconocimiento de los derechos que 

eventualmente puede tener la misma demandada sobre el 

mencionado bien, justamente  por ser diferente a lo que hace parte 

de la oferta, vulnerándose incluso el derecho  fundamental a un 

debido proceso.  

 

Tampoco puede desconocerse que según lo ha  indicado la Corte 

Constitucional20l:  “ La expropiación, por regla general, requiere de la 

intervención de las tres ramas del poder público: (i) del legislador que define los 

motivos de utilidad pública o interés social que justifican la expropiación;[90] ii) de 

la administración que declara para un caso concreto los motivos de interés 

público o social e impulsa el proceso de expropiación; y (iii) de la justicia que 

controla el cumplimiento de los requisitos legales y constitucionales, 

garantiza el respeto a los derechos de los afectados, fija la indemnización y 

puede decidir si decreta o se abstiene de decretar la expropiación.[91] y 

es justamente atendiendo a esa labor de verificación del 

cumplimiento de requisitos legales, que debe existir una  completa 

y correcta individualización del inmueble como objeto de la 

pretensión que se requiere, además con miras a garantizar la 

ejecución  y registro de la sentencia, como una garantía para hacer 

efectivos los derechos reconocidos, pues de no de ser así, no solo 

se atenta contra el derecho fundamental de éstos a una tutela 

judicial efectiva, sino, que además se les coloca en una situación 

peor aún a la que tenían antes de acudir al órgano judicial para que 

se les dispense una debida justicia y ello sin dejar de lado, el  

impacto negativo  de una sentencia  que no se podría registrar, 

además de que tampoco  sería viable apartarse de una pretensión 

que busca un registro sobre un folio específicamente citado 01N-
 

20 Sentencia C-1074/2002 
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 5128692 cuando lo pretendido está asentado sobre uno diferente 

01N-5128693.  Según lo   recordó el Tribunal de Manizales: “Que la 

correcta identidad de los inmuebles únicamente se puede obtener mediante la 

descripción de los linderos es regla invariable de derecho colombiano: el art. 222 

del C. Judicial derogado era similar al actual art. 76 del C. de P. C. Además, y con 

respecto a otra clase de situaciones, los artículos 2594, 2658 y siguientes del C. 

C. establecían que los actos relativos a inmuebles, otorgados ante Notario o que 

debieran ser inscritos en la oficina de Registro, tenían que incluir el alineamiento 

de las mismas. Dichas normas se encuentran hoy reproducidas por los decretos 

960 y 1250 de 1970” (Sentencia del 2 de febrero de 1979, con 

ponencia del Dr. Héctor Marín Naranjo).  

 

17. En el escrito de impugnación se ha indicado que el A quo omitió 

la valoración de las pruebas y que a partir de la opinión de un 

dictamen del evaluador que designó, decidió que la expropiación no 

procedía;  para lo cual es necesario advertir de un lado, que no fue 

solo la opinión de uno sino de los tres evaluadores que concluyeron 

sobre la inconsistencia que se presenta y de otro,  contrario a esa 

afirmación, fue justamente por haber  valorado  las pruebas fue 

que se encontró que no hay coincidencia entre lo que se 

pretende con lo que se ha demostrado en el proceso y que 

impiden acoger las directrices que sobre el proceso de expropiación 

refieren las normas citadas, siendo imposible apartarse para emitir 

declaraciones  no pedidas y concretamente con los dictámenes 

tantas veces referenciadas, se llegó a la conclusión de la existencia 

de una confusión, no habiendo cumplido la parte demandante con 

uno de los presupuestos que debía acreditar  y que hacen relación 

con la correcta identificación de la franja requerida para el 

desarrollo  del proyecto que contiene la expropiación  y que en caso 

de una sentencia que acogiera lo pretendido lo haría propietario de 

dicha franja, lo que además comprendería el respectivo registro y 

ante lo cual no puede desconocerse que la Ley 1579 de 2012, que 

adoptó Estatuto de Registro de Instrumentos Públicos en Colombia, 

consagra en el parágrafo 1° del artículo 16, que: “No procederá la 
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 inscripción de documentos que transfieren el dominio u otro derecho real, sino 

está plenamente identificado el inmueble por su número de matrícula 

inmobiliaria, nomenclatura o nombre, linderos, área en el Sistema Métrico 

Decimal y los intervinientes por su documento de identidad. En tratándose de 

segregación o de ventas parciales deberán identificarse el predio de mayor 

extensión así como el área restante, con excepción de las entidades públicas que 

manejan programas de titulación predial…” (resalto fuera de texto).   

Además, al momento de registrar providencias en los folios de 

matrículas inmobiliarias, debe acatarse el contenido de los artículos 

4,8  y 16 del estatuto registral, contenido en la Ley 1579 de 2012.  

 

18. Y cuando  la descripción que hace la demanda para la 

identificación de los inmuebles pretendidos no coincide con la 

contrastada por los expertos, como en este caso, porque el área, la 

nomenclatura, los linderos,  las medidas o los folios citados de 

éstos no coinciden, no solo queda comprometida la individualización 

del inmueble, sino, que además queda en entredicho lo pretendido   

y es suficiente para negar las pretensiones de la demanda,  

tornándose innecesario otros escrutinios para determinar la 

concurrencia de los presupuestos de la demanda  y como así lo dijo el 

A quo la decisión en ese sentido será confirmada. 

 

19. Como básicamente los fundamentos de la impugnación de ambas 

partes tienen soporte en la falta de aplicación del trámite establecido 

para la expropiación en los términos del artículo 399 CGP, es 

necesario advertir que ello no es viable, justamente por no superarse 

el tema de los presupuestos procesales previos a definir la litis, pero 

sí debe considerarse que si bien es cierto,  como desde el auto 

admisorio de la demanda  se ordenó la franja del lote que se 

pretende expropiar y en el que además  ya se han adelantado las 

obras,  también lo es, que el artículo 399 tantas veces citado, 

establece en el  numeral 13 la posibilidad de que  si se revoca la 

sentencia, se ponga al demandado en posesión o tenencia de los 

bienes  y condenará al demandante en perjuicios.  En este caso 
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 concreto, no se está en frente de una revocatoria,  pero como se está 

confirmando una decisión que deniega las pretensiones y hay de por 

medio una franja entregada y en ejecución, lo pertinente es condenar 

en perjuicios al demandante y a favor de los demandados, que se 

tramitarán conforme lo dispone el artículo 283  ibídem y en ese 

sentido se adicionará la sentencia.  Sin costas en esta instancia.  

 

    

V. DECISIÒN 

 

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DE 

MEDELLÍN EN SALA TERCERA CIVIL DE DECISIÓN, 

administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la ley, 

 

FALLA: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del 11 de agosto de 2021 

proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Oralidad de 

Bello, dentro del proceso Verbal especial de EXPROPIACIÒN 

instaurado por el MUNICIPIO DE BELLO en contra de la 

CORPORACION INTERACTUAR 

 

SEGUNDO:   ADICIONAR un numeral para condenar en perjuicios 

a la parte demandante y a favor de los demandados, de acuerdo a 

lo expuesto en la parte motiva.  

 

TERCERO: Sin lugar a condena en costas en esta instancia por 

cuanto no se causaron.  

 

CUARTO: Ejecutoriada la presente sentencia, devuélvase el 

expediente al Juzgado de origen.  
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N O T I F I Q U E S E 
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